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si,uiendo doctrina formulada «de manera reiterada», la Sala de lo
Civil del Tribunal Supremo baya interpretado la Disposición
transitoria scsunda de la Ley 34/1984, de 6 de agosto, en conexión
COD la Disposición transitoria primera, en el sentido de que en la
fase del recurso, incluida su preparación se someta a un mismo
Raimen lepl, y que por eUo baya estimado que la formalización
de1 rccuno de casación, por los ahora m:urrcntes de amparo, debió
acomodarse a los motivos comprendidos en el dcrosado an. 1.692
y no al texto aetua1, «como indebidamente se hizo».

3. Los recurreotes ..bacan además al Auto de la Sala Primera
del Tribunal Supremo el que, ante una situación legal dudosa,
bayan UeSldo a una declaración de inadmisión, basáodose tan sólo
en la cita del precepto ya def!l8lldo. A tal efecto aduce el que las
Seotencias de este Tribunal 19/1983, de 14 de marzo; 69/1984, de
11 de junio, y 14/1985, de 1 de febrero, de que la ioterpretación
de las causas de inadmisión debe hacerse de conformidad con la
Constitución «en el sentido más favorable para la efectividad del
derecho fundamenta!». Para los m:urrcntos la interpretación en el
sentido más favorable para la efectividad del derecho fundamental
seria precisamente la contraria a la sostenida por el Tribunal
Supremo. Sin embarRo, este razonamiento no es pertinente pues no
es que la Sala de lo Civil del Tribunal SUJ?remo baya efectuado una
interpretación desfavorable de las Disposlciones transitorias aplica·
das para la efectividad del derecho a la tutela judicial efectiva, sino
que ba establecido un criterio, que ba venido siendo aplicado a los
diversos recursos planteados en aquel perlodo y que s, ha peJjudi­
cado a los que bao sido de opinión diferente a la de la SaJa, por el
contrarío ba favorecido a todos los que bao preparado su rccuno
de casación formalizándolos conforme a la anterior normativa.
Razones de sc¡uridad jUrídica obli¡an a una interpretación unívoca
de las normas, más aun de las normas proocsaIes de carácter de
orden ~blico, por lo que como se ba afirmado en la Sentencia de
10 de Julio de 1986, no seria admisible que el Tribunal Supremo
hubiera hecho una interpretación continJcnte de las Disposiciones
transitorias dejada a merced de la prevta interpretación realizada
por la parte recurrente.

Nos encontramos, eD.consecuencía. -.nte una cuestión de mera
Icplidad y concretamente de interpretación y aplicación de Dispo­
siciones transitorias en materia procesal, cuyo conocimiento corres­
ponde exclusivamente al órpno judicial ordinario competente, en
este caso la Sala Primera del Tribunal SUJ'l'Cmo, que las ba
interpretado de forma razonada, fundada JUrídicamente y no
arbitraria. Constituye tal interpretación una respuesta jurldica a la
pretensión del recurrente lo que satisface el contenido del an. 24.1
de la Constitución.

El Tribunal Supremo, en uso de sus facultades legales, ba
interpretado la legislación procesal de forma razonada e irreprocba­
hle constitucionalmente por lo que habria que concluirse que la
pretensión'impugnatoria constitucional de los recurrentes, relativa
a la violación del an. 24.1 de la Constitución, en cuanto se
fundamenta en una distinta interpretación de la Disposición
transitoria segunda de la Ley 34/1986, carece de entidad constitu­
cional, y el amparo seria rechazable en lo que se refiere a este
motivo.

4. ' Sin cmbatJo, como nos interesa el Ministerio Fiscal,
siguiendo la linea JUrísprudencial expresada en Sentencias anterio­
res y en recursos semejantes no se debe detener el conocimiento de
la pretensión constitucional de la parte en los llmitos que ~ta
señala y por eUo bay que ahondar en profundidad si el Auto de
inadmisión impUíDado está debidamente razonado y motivado.

Las Sentencias de la Sala Segunda, de 4 y 5 de diciembre de
1986, en supuestos similatcs al aqul contemplado, bao sostenido
que es insuficiente la ttl0tivación del Auto recurrido, al no entrar
el Tribunal Supremo a examinar los requisitos omitidos, la entidad
de los mismos o su posible subsanación, sino que se ha limitado a
basarse en que el recurso debió acomodarse a los motivos compren·
didos en el dero¡ado art. 1.692 y no al texto lesaJ. Esta argumenta­
ción gen~ca no es suficiente, y por ello tampoco es suficiente la
fundamentación y motivación del Auto del Tribunal Supremo en
cuanto que el Tribunal Constitucional DO podría entrar a examinar,
y consecuentemente a dictaminar, si el Auto de inadmisi6n
recurrido vulnera o no el arto 24 de la Constitución. El órgano
judicial debería haber fundamentado el Auto de inadmisi6n en lo

3669 Sala Segunda. Recurso de amparo número 116/1986.
Sentencia número 10/1987, de 29 de enero.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria llegué Cantón, Presidenta, y don Angel Latorre Segura,
don Fernando Garcla-Mon y Gonzálcz-Resueral, don Jesús
I.eguina Villa y don Luis López Guerra, Magistrados, ba pronun­
ciado

referente a los requisitos que entendía omitidos o no cumplidos de
manera legal, y esta falta de fundamentación constituye ya de por
sí UDa violación del arto 24 de la Constitución.

Por otro lado del escrito de formalización del recurso de
casación cabe constatar que la única incorrección que se arrecia es
la diferencia en la numeración de los motivos, porque e recurso
cita la Ley o doctrina legal que se crcia infringida Yel concepto en
que lo era y lo.mismo puede decirse, como sostiene el Ministerio
Fiscal, respecto al motivo del núm. 4 del arto 1.692 reformado. La
única incorrección o infracción que se aprecia es que los motivos
se citan con los ordinales de este artículo (4 Y5) en lugar de los del
artículo derogado (l y 7). Como se ha reiterado en numerosas
recientes Sentencias (20 de junio, 10 y 16 de ~ulio, 22 de octubre,
29 de octubre de 1986, entre otras) no toda .rre8u1aridad formal
puede convertirse en un obstáculo insalvable para la prosecución
del proceso y-aunque son especialmente relevantes las exigencias
formales del recurso de casación, el exceso de formalismo que
obstruya o dificulte la utilización del recurso puede Uegar a violar
el arto 24 de la Constitución. En consecuencia incumbe al órgano

j'udicial examinar -al no ser tan radicales las diferencias contextua­
es entre los preceptos del anterior y el actual texto de la Ley de
Enjuiciamiento Civil- si los tmninos de claridad y )?recisión con
que se formula el recurso son suficientes para permitir su incardi.
nación en la Ley antigua, y en función de ello resolver si procede
o no admitir el recurso al margen de las omisiones o errores de cita
numérica de preceptos o expresión de conceptos nominales de que
adolezca el recurso a causa de haber sido formulado con identifica­
ción incorrecta de la normativa aplicable, al no ser tan radicales las
diferencias contextuales entre los precef.tos del anterior y el actual
texto de la Ley de Enjuciamiento Civi .

El respeto al derecho reconocido en el arto 24.1 de la Constitu­
ción, como afirma la Sentencia de 10 de julio de 1986 deberia baber
llevado· así el Tribunal Supremo a eompro:bar si, al margen de la
incorrección de la cita del precepto legal,_el recurso, a la luz de la
normativa procesal aplicable, podria ser fundado e inteligible y, si
tal equivocación o error no podría producir confusión al propio
Tribunal, o al Letrado de la otra parte. La interpretación de los
textos legales en la forma más favorable para el ejercicio del
derecho fundamental supondria al Tribunal realizar, supliendo esa
imperfección de los requisitos formales, el examen concreto de la
admisión o inadmisión del recurso.

Por todo eUo procede que la Sala Primera del Tribunal Supremo
se pronuncie nuevamente sobre la admisión o inadmisi6n del
recurso expresando, en su caso, los requisitos de la Ley de
Enjuiciamiento Civil anterior a la reforma en que, al margen de la
cita concreta del precepto correspondiente y con interpretación
antiformalista favorable al acceso al recurso, base su resolución.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CONSTlTU­
CION DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Otorgar parcialmente el amparo solicitado por don Apolinar
Pascual de Dieso y doña Manuela Vaquerizo Carretero, y en
consecuencia:

1.0 Anular el Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo
de 15 de abril de 1985.

2.0 Reconocer a los recurrentes el derecho a la tutela judicial
efectiva.

3.0 Retrotráer las actuaciones en el recurso de casación
1382/84 al momento inmc<liatamente anterior al de dictarse el
Auto anulado.

4.0 Desestimar el recurso en todo lo demás.
Publlquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veintinueve de enero de mil novecientos ochenta
y siete:-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio Uorcnte.-Luis
Diez-Picaza y Ponce de Lcón.-Antomo Troyol Scna.-Eugemo Diaz
Eimi1.-Miguel Rodriguez-Piñero y Brav~Ferrer.-Rubricados.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm, 116/86, interpuesto por el
Procurador de los Tribunales don Santos de GandariUas Carmona,
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en nombre de don Manue! Baixauli Vázquez, doña Amparo
Martínez Campany, don Antonio Baixauli Vázquez y doña Carmen
Ramón Alonso, asistidos del Letrado don Vicente l. Montés
Panadés, contra Auto de la Sala Transitoria de lo Civil de la
Audiencia Territorial de Valencia de 18 de noviembre de 1985 y
contra Auto de la Sala Primera de lo Civil del Tribunal Supremo,
de fecha 20 de diciembre siguiente, que, desestiIllando el recurso de
queja confirmó el anterior. Ha comparecido e! Ministerio Fiscal y
ha sido ponente el Ma¡istrado don Fernando Gvcia-Mon y
Gonzá1ez-Reguera1, quien expresa el paracer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. Por escrito que fue registrado en este Tribunal el I de
febrero de 1986, el Procurador don Santos de Gandarillas Ca!'­
mona, en nombre y represen1ación de don Manuel Baixauli
Vázquez, doña Amparo Martínez Campany, don Antonio Baixauli
Vázquez y doña Carmen Ramón Alonso, interPuso recurso de
amparo contra Auto de la Sala Transitoria de lo Civil de la
Audiencia Territorial de Valencia, de 18 de noviembre de 1985,
que tuvo por no preparado recurso de casación contra Sentencia de
la misma Sala de 18 de octubre de 1985 Ycontra Auto de la Sala
Primera del Tribunal Supremo, de 20 de diciembre de 1985, que
confirmó en queja aquel Auto.

Se fundamenta el recuno en los siguientes hechos y fundamen­
tos:

a) Don Francisco Baixauli Vázquez promovió juicio declara­
tivo de mayor cuantia contra los hoy recUlTentes, que fue tramitado
por el Juzgado de Primera Instancia nllm. 4 ae Valencia, ejerci­
tando las si¡uientes acciones: Acción reivindicatoria, acción de .
elevación a escritura pública de venta de inmueble, acción de
formalización de contrato de sociedad civil particular, acción de
rendición de cuentas, acción de entrega de cantidad ilíquida de
dinero, acción de indemnización por daños y peIjuicios y acción de
nombramiento de administrador. El demandante reclamaba e!
reconocimiento de la validez de una donación de bien inmueble,
sobre la que existe establecida una es1ación de servicio de carburan­
tes Yla tercera parte de dicho inmueble, asi <;amo que se le rindan
cuentas de la explo1ación de la es1ación de servicio desde 1970. En
el hecho decimocuarto de la demanda se a1-.ó que «la cuantia de
este procedimiento debe estimarse como mdeterminada». Lo<
demandados y hoy solicitantes de amparo aceptaron expresamente
en el hecho decimocuarto de su contestacion a la demanda la
cuantía indeterminada para la sustanciación del pleito, haciendo
constar que rechazaban que el capital de la Sociedad fuera de
600.000 pesetas.

b) El Juzgado de Primera Instancia dictó Sentencia el 5 de
noviembre de 1984, estimando parcialmente la demanda en el
sentido de reconocer la vigencia del contrato de sociedad civil
desde 1967 y condenando a los demandados, entre otros extremos,
a rendir cuentas de la administración de la sociedad al demandante,
con el consiguiente reparto de beneficios. Esta Sentencia fue
confirmada en apelación por la de la Sala Transitoria de lo Ovil de
la Audiencia Territorial de Valencia de 18 de octubre de 1985.
Contra esta última Sentencia prepararon los demandantes de
amparo recurso de casación. La Sala por Auto de 18 de noviembre
de 1985, denegó su pretensión, en aplicación de lo establecido en
los arts. 1.681, 1.0 y 1.697 de la Ley de El\iuiciamiento Civil
vigente, por considerar que la cuantfa litigiosa era de 600.000
pesetas. Por entender los recurrentes. que eno no respondía a la
realidad por ser la cuantia inestimada o indeterminada, interpusie­
ron recurso de queja contra dicho Auto. con expresa invocación de
lo dispuesto en el art. 24.1 de la Constitución. La Sala Primera del
Tribunal Supremo desestimó el recuno, por estimar que la Senten­
cia recayó en un juicio de mayor cuantia. de 600.000 pesetas, con
reconvención que excedía en poco del millón de pesetas «y sin que
sean atendibles las razones que en pro de una cuantía supenor
alegan los recurrentes por no ser el momento procesal adecuado, y
no constar por otra parte en lo actuado base alguna para disentir
de la resolución recurrida».

c) Consideran los recurrentes que la motivación del Auto de
la Audiencia Territorial de ValenCUl resulta inadmisible, puesto
que, con la conformidad de ambas partes. el pleito se tramitó como
de cuantia indeterminada, y esa común estimación vincula al Juez,
de conformidad con el artículo 491 de la l.E.C. Por eso el Auto de
la Audiencia al fijar, de manera improcedente e il\iustificable, la
cuantia de 600.000 pesetas, veda a los recurrentes el acceso a la
casación conculcando el derecho reconocido en el art. 24.1 de la
Constitución, violación también imputable al Auto de la Sala
Primera del Tribunal Supremo que desestimó el recuno de queja,
por considerar inadecuado el momento procesal para alegar razo­
Des en pro de una cuantía superior.

d) Solicitan los recWTentes en el suplico de su demanda de
amparo que se declare la nulidad del Auto de la Sala Transitoria de
lo Civil de la Audiencia Territorial de Valencia y del Auto de la

Sala Primera del Tribunal Supremo, reconociendo expresamente el
derecho de los recurrentes a que se admita el recuno de casación
oportunamente preparado, restableciéndose osi e! derecho vulne­
rada.

2. Por providencia de 19 de febrero de 1986 se admitió a
tnlmite el recurso de amparo y se solicitaron del Juz¡ado de
Primera Instancia núm. 4 de Valencia, de la Sala Transitoria de lo
Ovil de la Audiencia Territorial y de la Sala Primera ~l Tribunal
Supremo, la remisión al Tribunal, originales o por tesllmonio, de
las actuaciones seguidas ante los mismos de las que dimanan las
resoluciones recurridas en amparo y el emplazamiento de quienes
hubieran sido parte en ellas, a excepción de los recWTentes en
amparo, a fin de que dentro. del plazo de diez dias pudieran
personarse en este proceso COnstituCIOnal.

Recibidas las actuaciones, por I1rovidencia de 2 de abril de 1986
se dio vista de las mismas al MiDlSteriO Fiscal y a los recurrentes,
únicos comparecidos en este PfQCeSO. para que en ~rmino de
veinte dias formularan las alegaciones que estimasen procedentes.

3. El Fiscal ante el Tribunal Constitucionall?"r escrito presen­
tado el 30 de abril de 1986, solicitó en sus alegaciones «de acuerdo
con los arts. 86.1 Y80 de la LOTC Sentencia estiIllando el recurso
por entender que las resoluciones impu¡nadas vulneraD el art. 24.1
de la Constitucióll». Para olla reproduce lo alegado por el actor en
el hecho decimocuarto de la demanda inicial del procedimien!Q
sobre la cuantia del pleito sin que por parte de los demandados,
aetuales solicitantes de amparo, se 0l1usiera objeción aJsuna a la
cuantia indeterminada de la reclamaClón, por la que se tramitó el
proceso en primera instancia y en la apelación. Entíende el
Ministerio Fiscal que al no haberse seguido el incidente que sobre
la cuantía del juicio previene la L.E.C. en los arts. 492 y SJ¡Uientes,
a dicha cuantia indeterminada habrá de estarse en todas las
actuaciones de conformidad con el art. 491 de la citada Ley
conforme al cual «el Juez de Primera Instancia dará al juicio la
tramitación que corresponda conforme a le¡ solicitado por 01 actor,
a no ser que se crea incompetente por razón de la cuantía
litigiosa ...lO Con base en ello entiende vulnerado el art. 24,1 de la
Constitución, toda vez que los Autos recurridos en amparo con
base en que «la cuantia litigiosa es de 600.000__, sin razonar
esta afirmación, que no aparece de las actuaciones, deniega el
acceso al recuno de casación que seria procedente de respetarse la
cuanlia indeterminada por la que se tramitó todo el~.

Los recurrentes en amparo por las mismas razones mvocadas en
su escrito inicial, coincidentes en lo sustancial con lo alegado por
el Ministerio Fiscal, insisten en su escrito de alegaciollel presentado
el 6 de mayo de 1986, en su pretensión de que se estime el presente
recuno y se les otor¡ue el amparo solicitado. .

4. Por providencia de 21 de enero se acordó señalar para
deliberación y votación de este recurso el dia 28 del presente mes
y año.

11. FUNDAMENTOS JURlDICOS

l. Se basa el presente recuno de amparo, según los recurren­
tes, en un hecho qne aparece acreditado en los autos y que no ha
sido respetado por las resoluciones recurridas: El juiClo ordinario
declaraUvo de mayor cuantia seguido contra los demandados,
actuales recurrenteS en amparo, ante e! Juzpdo de Primera
Instancia núm. 4 de Valencia, se tramitó con la <;anformidad de
ambas partes como de cuantía indeterminada. As! lo hizo constar
el actor en el hecho decimocuarto de su demanda y fue expresa­
mente admitido por los demandados en el beche¡ correlative¡ de su
contestación a la demanda. Sólo desPUés de dictarse Sentencia en
la apelación y al resolver sobre el escrito presentado por los
apelantes, mediante e! cual prepararon recurso de casaciÓn contra
aquella Sentencia, se hizo constar sin explicación alguna en el Auto
de la Audiencia de Valencia, de fecha 18 de noviembre de 1985,
que «la cuantía liti&iosa es de 600.000 pesetas» (hecho 2). El error
se ha mantenido en d Auto de la Sala Primera del Tribunal
Supremo de 20 de diciembre de 1985 «por no ser el momento
procesal adecuado, y no constar, I1?r otra parte, en 10 actuado base
alguna para disentir de la resolUCIón de la SaIa». Con base en ello
se desestimó el recuno de queja y se confirmó el Auto denegatorio
del recurso de casación.

Para resolver el amparo solicitado es, pues, necesario verificar
lo que resulta de las actuaciones en orden a la cuantía por la que
se tremit6 el pleito, toda vez que si, por error se atribuye al mismo
una CUlntia que con arreglo a la legalidad vigente no l'""'Üte el
acceso al recuno de casación, se privarla a los soliCltantes de
ampam de un recurso que, por estar comprendido en d derecho a
la tutela judicial efectiva que ~tíza e! art. 24.1 de la Constitu­
ción, corresponderla a este Tnbunal restableoer.

Pues bien, de las actuaciones resulta que, como soatienen los
recWTentes demandados en el pleito, en e! hecho decimocuarto de
la demanda el actor expuso: «QUe a los efectos prevenidos en la Ley
procesal aplicable, hay que hacer constar,. dado que las redamado--
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Des que se realizan son de hacer y de cantidades ilíquidas, la
cuantía de este procedimiento debe estimarse como indeterminada
a los oportunos efectos .oo» A continuación y para justificar que en
todo caso el procedimiento habria de ser el de mayor cuantía, hizo
referencia a que el capital de la sociedad -uno de los temas
litigiosos y no el único- era de 600.000 pesetas. Y los demandados,
en el h.echo decimocuarto de Su contestación a la demanda,
afinnaron: «Por confonnes con el hecho decimocuarto de la
demanda en cuanto al procedimiento, si bien rechazamos en
con~encia con lo que venimos argumentando Que el capital de la
Soc.edad sea de 600.000 pesetas. Y asl se sustanció el pleito como
de cuantia indeterminada, según se recoge en el primer resultando
de la Sentencia del Juzgado en el que se dice: «Decimotercero que
la cuantía del pleito es indeterminada pero sí dentro del mayor
cuantía».

Al no ser contradichos en las actuaciones los hechos expuestos
y no haber constancia en los autos que se tramitara el incidente que
previene el arI. 492 de la Ley de E11iuiciamiento Civil en el
supuesto de que los demandados no se hubieran conformado con
la cuantla señalada por el actor, hay que partir de los citados hechos
para resolver este recurso de amparo y entender, conforme resulta
de las actuaciones y dispone el arI. 491 de la citada Ley, que el
Juzgado de Primera Instancia tramitó los autos como de cuantía
indeteI111inada conforme a l~ solicitado por el actor. Sin embargo,
las resoluciones, recurridas, en amparo, sin razonamiento alguno
que justifique la cuantía de 600.000 pesetas que atribuyen al pleito
a partir de la fase de preparaci6n del recurso de casación, lUega a
los recurrentes por esa sola raz6n el acceso al citado recurso al que
tendrian derecho de respetarse la cuantía indeterminada por la que
se sustanció el J?I'OCOd:imiento.

2. Es doctnna reiterada de este Tribunal que el derecho a la
tutela judicial efectiva que garantiza el arto 24.1 de la Constitución,
comprende, en los casos y con los requistos que la Ley establezca,
la utilización de los recursos legalmente previstos contra las
resoluciones de los órganos judiciales, incluido el recurso de
casación, y que, por tanto, infringe aquel derecho fundamental
cualquier declSión de inadmisi6n de un recurso que no se funde en
la aplicación razonada y razonable de una causa legal de inadmisi­
bilidad, porque, 'si bien es cierto que cortresponde a la Sala Primera
del Tribunal Supremo la última decisi6n sobre la admisión de los
recurso de casación ante ena interpuestos y la verificación de la
concurrencia de los requisitos materiales y procesales a que el
mismo está sujeto, también 10 es que si no está justificada o
debidamente motivada la decisión, se funda en un error, en una
causa inexistente o en un ri¡or excesivo en la interpretación de los
requisitos formales, puede el Tribunal Constitucional, a través del
recurso de amparo, restablecer el derecho vulnerado y hacer
efectiva la tutela judicial que garantiza el arto 24.1 de la Constitu­
ción.

En el presente caso, conforme se ha razonado en el fundamento
jurldico 1.0, el Auto recurrido dictado por la Sala de lo Civil de la

Sala Segunda. Recurso de amparo número 202/1984.
Sentencia número 11/1987, de JO de enero de 1987.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria BegUé Cantón, Presidenta, don Angel La.orre Segura,
don Fernando GarcIa-Mon y González-Regueral, don Carlos de la
Vega Denayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra,
Magistrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

en el recurso núm. 202/1984, promovido por don Pedro Sánchez
Guimaraes, representado por el Procurador de los Tribunales don
Juan Luis Pérez-Mulet y Suárez ., asistido del Letrado don Jesús
MarIa Gil Lamata, en el que solicita la nulidad de las decisiones
recaldas en las tausas núm. 155/1978, del Juzgado de Instrucci6n
núm. 3 de Madrid y núm. 70/1979, del Juzgado de Instrucción
núm. 20 de la misma ciudad, por las que se apobó la refundición
y Iiquidaci6n de las condenas que le fueron unpuestas, y que se
declare la nulidad del acto mediante el cual se aprobó su licencia­
miento en la primera de las causas mencionadas. Ha comparecido
el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el Magistrado don Angel
Latorre Segura, quien expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. Con fecha 27 de marzo de 1984 se recibió en este Tribunal
Constitucional la petición, formulada directamente por el conde-

Audiencia Territorial de Valencia, o ha incurrido en el error de
señalar como cuantía litigiosa la de 600.000 pesetas pese a que el
pleito se tramitó como de cuantía indeterminada, o ha omituio la
fundamentación jurldica que permita hacer dicha afirmación. Y
como el Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo, también
recunido en amparo, no aclaró en queja la procedencia de ese
motivo de inadmisión, limitándose a mantener una cuantía no
justificada en las actuaciones «por no ser momento procesal
adecuado» para atender 4d.as· razones que en pro de una cuantía
superior alegan los recurrentes», es obvio que el recurso de casación
preparado por los solicitantes de amparo, que resultaba procedente
con arreglo al arI. 1.687.1.° de la vigente Ler de Enjuiciamiento
Civil, se les ha denegado sin justificación mollvada de la causa de
inadmisión apreciada por las resoluciones recurridas, por 10 que
procede otorgar el amparo para restablecer a los recurrentes el
derecho que demandan de obtener la tutela judicial efectiva a
través del recurso de casación oportunamente preparado y del que
se les ha privado por una causa de inadmisión que no resulta de las
actuaciones.

FALLO

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CONSTITU·
CION DE LA NACION E5PANOLA,

Ha decidido:

Otorgar el amparo solicitado por el Procurador de los Tribuna·
les don Santos de GandariUas Carmon&, en representación de don
Manu~1 ~uliVázquez, doña Amparo Martínez Campany, don
AntOOlO Bll1XlIuh Vázquez y doña Carmen Ramón Alonso y, en
consecuencia:

'1.0 Reconocer a los recurrentes su derecho fundamental a la
tutela judicial efectiva.

2.° Anular el Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo
de 18 de octubre de 1986 y el de la Sala Transitoria de lo Civil de
la Audiencia Territorial de Valencia de 18 de noviembre de 1985,
que fue confirmado por el primero.

3.0 Retrotraer las actuaciones en el recurso de apelación
tramitado ante la Sala Transitoria de lo Civil de la Audiencia
Territorial de Valencia, al momento procesal inmediatamente
anterior al de dictarse el Auto anulado de IS de noviembre de 1985.

Publiquese esta Sentencia en el dlolelin Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veintinueve de enero de mil novecientos
ochenta y siete.-Gloria Begué Cantón.-Angel Latorre
Segura.-Fernando Garcia-Mon y González-Resueral.-JesÚs
1.eguina Villa.-Luis López Guerra.-Firmados y rubncados.

nado Pedro Sánchez Guimaraes, por la que solicita se le nombre
Abogado y Procurador para promover la revisión d;e su situ~ió~
penitenciaria. Sustancialmente pretende que se mod!fique la liqul'
dación de condena que está cumpliendo por SentenC18S dietadas en
el sumarlo 155/1978 (Juzgado núm. 3 de MadrId) y en el sumario
70/1979 (Juzgado núm. 10 de Madrid), en los que se le condenó
por un delito de atentado a agente de la autoridad a cuatro años,
dos meses y un día de prisi6n menor, y por cinco delitos de robo
consumado r uno frustrado (art. 501.5 e.P.) a cinco penas de seis
años de prisión menor y una de seis meses de arresto mayor .Y a
indemnizar a las victimas por la suma de 18.500 pesetas (en
conjunto).

2. Mediante oficio el 24 de mayo de 1983, la Dirección
Oeneral de Instituciones Penitenciarip se diri~ó a la. Audiencia
Provincial en la causa núm. 155/1978 de MadrId, remllléndolela
<diqUida.ción de condenas refundidas» del I?"nado Pedro Sánchez
GUlmaraes por las causas 155/1978 (J~o núm. 3 de Madrid)
y 70/1979 (Juzgado núm. 20 de Madrid), practicada por esta
Central de Observación. De acuerdo con esta liquidación, la pena
de cuatro años, dos m~ y un dia. impuesta en 1lI prime~ de
dichas causas, abon~dos cmcue~ta y SIete días de.~sI6n proV1slo­
nal quedaría cumplida el 15 de JUIUO de 1984. ASImISmo, las c.nco
pe~as de seis años y una de seis meses de privación de libertad que
se le impusieron en la causa núm. 70/1979 (Juzgado núm. 20 de
Madrid) establecido el máximo según lo determinado en el
arto 70.2." del Código Penal (e. P.) en dieciocho años, comenzarla
a cumplirse a partir del 16 de junio de 1984, quedando eXllnsu.da
el 8 de junio del año 2002, habIda cuenta que los años 88, 92 y 2000
son bisiestos.

La Sección Primera de la Audiencia Provincial, mediante
providencia de 27 de mayo de 1983, dio vista del despacho al


